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Esta incongruencia afecta a la Orden de 5 de julio de 2011, por la que se 
establecen las bases reguladoras para la concesión de las Becas 6000, y la 
Orden de 25 de mayo de 2012, por Ia que se desarrolla el procedimiento de 
admisión y matriculación del alumnado en los centros docentes públicos 
para cursar las enseñanzas de Educación Permanente de Personas 
Adultas en las dos modalidades señaladas.

Recordemos que la Beca 6000 se configura como una ayuda al estudio que 
tiene como objetivo facilitar la permanencia del alumnado que, cumplido 
los 16 años, desee continuar con sus estudios de bachillerato o formación 
profesional de grado medio. Su orden reguladora -Orden de 5 de julio 
de 2011, conjunta de las Consejerías de Educación y Empleo, por la que 
se establecen las Bases Reguladoras de la Beca 6000, dirigida a facilitar 
la permanencia en el Sistema Educativo del alumnado de Bachillerato y 
de Ciclos Formativos de Grado Medio de Formación Profesional Inicial, 
en su artículo 3.1.g), excluye expresamente que puedan ser beneficiarios 
quienes cursen las enseñanzas en régimen de adultos; dirigidas estas a 
las personas mayores de 18 años.

Por su parte, la normativa reguladora de este tipo de enseñanza -Orden 
de 25 de mayo de 2012- permite excepciones para quienes todavía no 
hayan alcanzado dicha edad. En concreto, los apartados 2 y 3 de su 
artículo 3, establecen que excepcionalmente podrán cursar en régimen 
de adultos los mayores de 16 años si son personas trabajadoras por 
cuenta propia o ajena que no le permita acudir a los centros educativos en 
régimen ordinario; ser deportista de rendimiento de Andalucía o de alto 
rendimiento o alto nivel; encontrarse en situación personal extraordinaria 
de enfermedad, discapacidad o cualquier otra situación que le impida 
cursar las enseñanzas en régimen ordinario, quedando incluidas en este 
supuesto las personas víctimas de la violencia de género y las víctimas de 
terrorismo, así como sus hijos e hijas, y las personas que se encuentren en 
situación de dificultad social extrema o riesgo de exclusión; y, por último, 
las personas mayores de dieciséis años internas en centros penitenciarios 
o de menores sujetas a medidas de privación de libertad.

Puestos en relación el artículo 3.1.g) de la Orden reguladora de la Beca 
6000, con los apartados 2 y 3 del artículo 3 de la Orden reguladora del 
acceso a las enseñanzas de adultos, quedan excluidos como beneficiarios 
de la beca a todos aquellos alumnos y alumnas que entre los 16 y 18 años, 
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y aun cumpliendo el resto de requisitos exigidos para acceder a la ayuda 
al estudio, cursan sus enseñanzas en régimen de adultos acogiéndose a 
las excepciones legalmente establecidas.

Estas circunstancias, por lo tanto, producen una clara discriminación hacia 
el alumnado potencialmente beneficiario de la Beca 6000, ya que, 
pudiendo ser beneficiario de la ayuda, esta se condiciona al régimen en el 
que cursa sus estudios el alumno.

Adquiere esta cuestión una singular relevancia 
si se tiene en cuenta que, además, gran parte 
del alumnado excluido, por la incongruencia de 
ambas normas, es especialmente vulnerable 
y, por lo tanto, merecedor de una mayor 
protección, puesto que entre este se encuentran, 
como señala la norma, personas adolescentes 
o jóvenes que por precariedad económica se 
ven obligados a trabajar a partir de los 16 años; 
que padecen enfermedades o discapacidad que 
no les permite estudiar en régimen ordinario; 
víctimas de la violencia de género y víctimas de 
terrorismo, y sus hijos e hijas; así como personas que se encuentren en 
situación de dificultad social extrema o riesgo de exclusión.

No se entiende, por lo tanto, que estando la Beca 6000 destinada a facilitar 
al alumnado que ha cumplido 16 años la permanencia en sus estudios de 
bachillerato o formación profesional de grado medio, queden excluidos 
aquellos que, pudiendo acreditar que cumplen todos los requisitos de 
carácter personal, económicos y académicos exigidos, se encuentran con 
el obstáculo de no poder realizar sus estudios en régimen ordinario.

Por ello, hemos sugerido a la Dirección General de Atención a la Diversidad, 
Participación y Convivencia Escolar que modifique la Orden de 5 de julio 
de 2011, por la que se establecen las bases reguladoras para la concesión 
de las Becas 6000, para que se incluya como beneficiario de la beca a 
aquel alumnado que, cumpliendo el resto de requisitos exigidos, curse 
sus estudios en régimen de enseñanzas de Educación Permanente de 
Personas Adultas (queja 19/5677). 
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http://www.defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-una-revision-de-la-normativa-tras-conocer-que-le-deniegan-la-beca-6000-por-estar-matriculada
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e) Formación Profesional

La imposibilidad de poder realizar el ciclo formativo solicitado por 
ausencia de oferta constituye el principal motivo de quejas en este 
tipo de enseñanzas. A veces, incluso habiendo solicitado varios ciclos, 
tampoco ha sido posible su acceso a ninguno de los demandado (queja 
20/4550, 20/5476, 20/6504, 20/6075, entre otras).

El desfase entre la oferta de ciclos formativos y demanda viene 
produciéndose desde hace ya casi una década. Se calcula que desde 2009 
hasta 2017, entre el 34 y el 44 por 100 de solicitudes fueron rechazadas, 
suponiendo ello que entre 30.000 y 40.000 solicitantes se quedaron sin 
estudiar el curso académico en que solicitó su inscripción en uno de 
dichos ciclos.

La tendencia desde unos años atrás ha sido que mientras que el alumnado 
de Formación Profesional ha venido aumentando, los de Bachillerato 
retroceden o se estancan, pero esta tendencia no ha ido acompañada del 
suficiente incremento proporcional de plazas y, de ahí, el elevado número 
de solicitudes no atendidas en las enseñanzas formativas.

Para solventar esta situación, en el curso 
2019-2020 se comenzó a concertar plazas de 
Formación Profesional con centros privados. 
Y acorde con esta tendencia, a finales de 2020 
se hace pública la Orden de 16 de diciembre 
de 2020, por la que se establecen las normas 
de las convocatorias para acogerse al régimen 
de conciertos educativos en las enseñanzas de 
Educación Infantil, Educación Especial, Educación 

Secundaria Obligatoria, Bachillerato y Formación Profesional, desde el 
año académico 2021/2022 hasta el año académico 2024/2025. Con esta 
medida se prioriza el concierto de lineas de Formación Profesional con 
estos centros sobre las de Bachillerato.

Sobre la concertación de enseñanzas de Bachillerato y de FP se tendrán en 
cuenta los siguientes criterios por orden de prioridad: la transformación 
de unidades concertadas de Bachillerato o de Formación Profesional con 
bajas tasas de empleabilidad en unidades de FP con alta demanda en 
el mercado laboral; la transformación de la modalidad en las unidades 
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de Bachillerato para adaptarla a la demanda del alumnado; en la 
concertación de nuevas unidades de FP de Grado Superior, los ciclos que 
presenten un alto índice de empleabilidad y sean impartidos por centros 
que tengan concertados ciclos formativos de Grado Medio de la misma 
familia profesional. En la concertación de nuevas unidades de Bachillerato, 
los centros que tengan concertada la Secundaria y estén impartiendo 
Bachillerato en el presente curso escolar. 

También tendrán prioridad las solicitudes de concertación de los centros 
que impartan los ciclos formativos de Formación Profesional Básica que 
tengan concertada la ESO, ciclos formativos de grado medio de la misma 
familia profesional, que impartan la FP Básica en horario de mañana 
y aquellos ciclos de FP Básica que estén dirigidos al alumnado con 
necesidades educativas especiales.

En cuanto a problemas específicos que hayan afectado a la Formación 
Profesional durante el año 2020, causó desconcierto, e incertidumbre, el 
hecho de que como consecuencia del estado de alarma y suspensión de 
la actividad docente, quedaran suspendidos los módulos de Formación 
en Centros de Trabajo, circunstancia que puso en peligro la posibilidad 
de que el alumnado titulara al finalizar el curso en el mes de junio (queja 
20/2278 y queja 20/3516).

Este temor se disipó en el momento en el que se aprobó la Resolución de 
24 de abril de 2020, de la Secretaría General de Educación y Formación 
Profesional, por la que se adoptan medidas excepcionales referidas a la 
flexibilización de determinados aspectos de las enseñanzas de formación 
profesional del sistema educativo y de las enseñanzas de régimen especial, 
permitiéndose reducir las horas de formación práctica y de los proyectos 
para que el alumnado pudiera titular. También abrió la posibilidad de 
que aquellos alumnos que estuvieran interesados en realizar la fase 
de formación práctica, y por lo tanto el proyecto, en un entorno real de 
trabajo, pudieran modificar la matrícula de este curso y realizarla en 
cualquiera de los dos primeros trimestres del curso 2020/2021.

En el caso de que el alumno quiera titular en junio y continuar con su 
itinerario formativo, realizar la prueba EBAU o matricularse en otro ciclo 
formativo, se redujo la duración de los módulos de formación en centros 
de trabajo (FCT) y del Proyecto al mínimo de horas que figuran en los 
Reales Decretos que regulan cada título. 
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f) Enseñanzas en Régimen Especial

El mayor número de quejas presentadas en el año 2020 referidas a las 
enseñanzas de régimen especial se relacionaban con la realización de 
las pruebas de certificación de las enseñanzas de idiomas (20/3065, 
20/3081, 20/3117, 20/4811, 20/4827, y hasta un total de 32).

La Instrucción de 23 de abril de 2020, de la Viceconsejería de Educación y 
Deporte, relativa a las medidas educativas a adoptar en el tercer trimestre 
del curso 2019/2020, en el punto d) (pruebas específicas de certificación 
de idiomas) del Anexo X, se especificaba que las pruebas específicas 
de certificación se aplazarían y se programarían en el momento en que 
las circunstancias sanitarias lo permitieran, quedando, en principio, en 
una única convocatoria en el mes de septiembre. Por tanto, quedaba 
suprimida una de las dos convocatorias para que el alumnado pudiera 
obtener la certificación correspondiente.

Sin embargo, el Decreto 499/2019, de 26 de junio, por el que se establece 
la ordenación y el currículo de las enseñanzas de idiomas de régimen 
especial en la Comunidad Autónoma de Andalucía, en su artículo 11, 
apartado 4 contempla expresamente la existencia de dos convocatorias, 
y no de una como ahora se pretendía. 

Teniendo en cuenta que una instrucción no puede modificar el contenido 
de una norma reglamentaria, nos dirigimos a la Consejería de Educación 
solicitando que respetara la previsión legal de dos convocatorias y la 
impartición de las instrucciones necesarias para que los distintos centros 
que tendrían que organizar las pruebas previeran los medios para realizar 
aquellas con garantías de seguridad para el alumnado.

Esta demanda fue aceptada conforme estableció la Resolución de 19 
de junio de 2020, de la Dirección General de Ordenación y Evaluación 
Educativa, por la que se modificaba la Resolución de 24 de febrero de 
2020, por la que se convocaban inicialmente las pruebas específicas de 
certificación de las enseñanzas de idiomas de régimen especial para 
el curso 2019/2020 y se establecían determinados aspectos sobre su 
organización.

En su Anexo I, finalmente, quedaban establecidas las dos convocatorias 
preceptivas, si bien la convocatoria ordinaria se realizaría en el mes de 
septiembre y la extraordinaria en el mes de octubre.



I N F O R M E  A N U A L  2 0 2 0

103

3. ACTUACIONES DE LA DEFENSORÍA

Esta medida no tuvo, sin embargo, una buena acogida por el alumnado. 
Argumentaban que en otras enseñanzas se habían flexibilizado los 
requisitos para poder promocionar o titular, y señalaban a otras 
comunidades autónomas que tomaron la decisión de eximir la realización 
de las pruebas de certificación. Temían los alumnos que, tal y como se 
estaban desarrollando los acontecimientos, llegado el momento no 
pudiera celebrarse las pruebas de certificación previstas, o no con las 
garantías necesarias para salvaguardar su salud.

Estos planteamientos no fueron asumidos 
por la Dirección General de Ordenación y 
Evaluación Educativa que señaló que, en virtud 
de la prudencia que aconsejaba la evolución 
de la pandemia y con el objeto de garantizar 
la seguridad sanitaria de todo el alumnado 
susceptible de concurrir a las Pruebas Específicas 
de Certificación y preservar sus derechos, se 
había adoptado esa decisión, sin conculcar 
ninguno de los derechos del alumnado a las dos 
convocatorias.

Asimismo, el centro directivo recordaba la 
obligatoriedad de la realización de las pruebas 
para poder certificar, puesto que es normativa 
básica el Real Decreto 1041/2017, de 22 de 
diciembre, en el que se establece que para 
obtener los certificados correspondientes será 
necesaria la superación de unas pruebas especificas de certificación, 
no siendo posible obtenerla mediante la aplicación de otros criterios de 
evaluación que no sean la superación de las correspondientes pruebas.

Las pruebas de certificación de idiomas se realizaron finalmente en los 
meses de septiembre y octubre de 2020 sin incidencias relevantes. 

La pandemia y las medidas adoptadas para su control han tenido 
incidencia también en el calendario de las pruebas de acceso a los 
conservatorios superiores de Música, Danza y Arte Dramático (queja 
20/3303, queja 20/3386 y queja 20/3765).

En esta ocasión, miembros de la comunidad educativa de distintos 
Conservatorios se dirigieron a esta Institución exponiéndonos los 

La pandemia 
y las medidas 

adoptadas para 
su control han 

tenido incidencia 
también en el 
calendario de 

las pruebas de 
acceso a los 

conservatorios 
superiores de 

Música, Danza y 
Arte Dramático



104

I N F O R M E  A N U A L  2 0 2 0 DEFENSOR DEL MENOR DE ANDALUCÍA

perjuicios que pudiera causar la Orden de 14 de mayo de 2020, por la 
que se establecían los calendarios de actuaciones de determinados 
procedimientos administrativos del ámbito educativo, afectados por la 
situación de crisis sanitaria provocada por el coronavirus COVID-19. En 
esta Orden se estableció que la fecha de inicio para la realización de las 
pruebas específicas de acceso a las enseñanzas artísticas superiores de 
Arte Dramático, de Danza y de Música sería el día 10 de julio de 2020, 
prolongándose hasta el día 17 siguiente.

Con esta nueva organización del calendario se dejaba un solo día entre las 
pruebas de acceso a la Universidad y el inicio de las pruebas de acceso a los 
Conservatorios, cuando en todas las convocatorias anteriores ese lapso 
de tiempo había sido al menos de 15 días. Estas vicisitudes hacían muy 
difícil acudir a ambas pruebas. Había que tener en cuenta, además, que 
en algunos casos los estudiantes tendrían que desplazarse de provincia 
en un plazo menor de 24 horas.

Sin embargo, la Dirección General de Ordenación y Evaluación Educativa 
informó detalladamente de los motivos por los cuales la Administración 
educativa se había visto obligada a modificar las fechas de un importante 
número de procedimientos y pruebas de acceso a las distintas enseñanzas 
y niveles educativos, entre ellos las pruebas de acceso a las Enseñanzas 
Superiores de Arte Dramático, de Danza y de Música.

A la ya compleja labor de cuadrar todos los años un calendario que 
facilite al alumnado presentarse a distintas pruebas de evaluación, o 
determinadas pruebas de acceso de distintas enseñanzas o niveles que 
pueden ser cursados simultáneamente, se había añadido un factor que lo 
complicaba aún más, teniendo en cuenta las excepcionales circunstancias 
en las que nos hemos encontrado como consecuencia de la pandemia.

No podemos por menos que reconocer la enorme complejidad de 
comprimir en muy poco espacio de tiempo, sin que se solaparan o 
coincidieran, todas las pruebas que en condiciones de normalidad 
se realizaban con un margen temporal mucho más amplio, lo que 
evidentemente añadía dificultad al alumnado que concurriría a más de 
una prueba.

También es cierto que retrasar las pruebas, como solicitaban los 
afectados, hubiera supuesto extender todas sus fases y conclusión de 
los procedimientos a bien entrado el mes de septiembre, lo que hubiera 
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alterado las fechas del comienzo del curso siguiente, lo que resultaba 
incompatible con la pretensión de aquel comenzara con toda la normalidad 
que fuera posible, lo que supondría un incuestionable beneficio para todo 
el alumnado.

Por todo ello, reconocíamos y alabamos el loable esfuerzo que se había 
exigido al alumnado afectado para enfrentarse a unas pruebas de 
enorme trascendencia para su futuro académico, personal y profesional, 
pero entendíamos que no había sido una decisión caprichosa, ni que no 
se hubiera fundamentado en unas circunstancias del todo imprevistas y 
cuya gestión resultó de una incuestionable complejidad.

3.1.2.3 Derecho a la vivienda 

En 2020 se ha producido un aumento cuantitativo de las quejas por 
desahucios de viviendas libres al no poder haber pagado el alquiler 
o por ocuparlas sin título habilitante para ello, en el caso de viviendas 
pertenecientes a entidades de crédito, financieras o sus filiales 
inmobiliarias, aunque también de viviendas de promoción pública.

Prácticamente en todos los casos de desahucios que llegan a esta 
Institución hay personas menores afectadas y, salvo excepciones muy 
puntuales, se trata de familias vulnerables en riesgo de exclusión social. 
A menudo se trata de familias monoparentales, mujeres a cargo de uno 
o varios hijos, que sin apenas recursos ven imposible encontrar una 
alternativa habitacional, ni siquiera con eventuales ayudas al alquiler. La 
desigualdad y la pobreza generan, así, un círculo del que es difícil salir.

Al Defensor del Menor y Defensor del Pueblo Andaluz le preocupa el 
gran volumen de desahucios que se viene produciendo desde la crisis 
financiera de 2008, a la cual se ha añadido este 2020 la actual crisis 
económica derivada de la Covid-19.

Así, este año hemos recibido casi un centenar de quejas de personas que 
iban a ser desahuciadas por diferentes causas, aunque ciertamente hubo 
un alivio durante los meses del confinamiento domiciliario debido a la 
paralización de los plazos procesales y la suspensión extraordinaria de los 
desahucios derivados de contratos de arrendamiento de vivienda 
adoptada por el Real Decreto Ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se 
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adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente a la Covid-19.

No obstante, al finalizar el estado de alarma y 
volver a ponerse en marcha los procedimientos 
y lanzamientos que habían quedado paralizados 
y que no podían acogerse a la suspensión 
extraordinaria por no cumplir los requisitos 
para ello, muchas personas nos trasladaron 
su preocupación por los desahucios a los que 
se enfrentaban y las dificultades que estaban 
teniendo para acceder a una nueva vivienda.

Como Institución de defensa de los derechos 
humanos, debemos alertar del impacto 
en la salud física y mental que tienen los 
procedimientos de desahucio para las personas 
menores. Así nos lo transmiten las personas 

que se dirigen al Defensor del Menor de Andalucía, normalmente las 
madres de familia, absolutamente desesperadas e impotentes ante la 
incertidumbre sobre cuándo se llevará a cabo y dónde podrán vivir tras 
la irremediable pérdida de su hogar, frente a unas administraciones 
públicas incapaces de aportar una solución eficaz a la acuciante necesidad 
de vivienda de tantas personas en nuestra Comunidad.

A este respecto, no puede ignorar que la realidad es que no hay 
suficiente vivienda pública para atender las demandas de familias 
y sus menores a cargo que carecen de recursos para acceder a una 
vivienda en el mercado libre.

En la cuestión concreta que nos ocupa, esto es, la ejecución de desahucios 
sin alternativa habitacional, los instrumentos y organismos del Derecho 
Internacional de Derechos Humanos han elaborado a lo largo de los 
años una asentada doctrina respecto a la ejecución de desahucios sin 
alternativa habitacional. Por su importancia, debemos citar la doctrina 
del Comité de Derechos Sociales, Económicos y Culturales de Naciones 
Unidas (en adelante Comité DESC). Aunque las decisiones de este comité 
-así como de algunos organismos internacionales que han respaldado su 
interpretación del derecho a la vivienda- no tienen carácter vinculante, 
de acuerdo con el citado artículo 10.2 de la Constitución y dado que el 
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cumplimiento de buena fe de un Tratado por un Estado firmante debe 
obligarle a no apartarse de la doctrina de su Comité sin una justificación 
razonable, el derecho a la vivienda se habrá de interpretar de conformidad 
con la citada doctrina.

En este sentido se han pronunciado también los máximos órganos 
jurisdiccionales españoles en los últimos años. Así, a finales de 2020 el 
Tribunal Supremo, en la Sentencia nº 1581/2020, de 23 de noviembre de 
2020, de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
ha confirmado la doctrina sentada en la Sentencia de 23 de noviembre de 
2017 y da un paso más respecto al alcance de la ponderación de todos los 
derechos e intereses concurrentes en un determinado caso que debe 
realizar el órgano judicial, singularmente en aquellos supuestos en que la 
vivienda es ocupada ilegalmente por personas especialmente vulnerables, 
como es el caso de las familias en las que hay personas menores de edad.

Entiende el Tribunal supremo que un juez no puede paralizar indefinidamente 
un desalojo forzoso que trae causa de un acto administrativo firme ya que 
perjudicaría tanto a los propietarios particulares como, en su caso, a los 
legítimos poseedores de las viviendas ocupadas y, muy especialmente, 
a los intereses de aquellas otras personas que, encontrándose también 
en situación de vulnerabilidad, optan por solicitar la adjudicación de esas 
viviendas por las vías establecidas. Ahora bien, el juez debe comprobar 
que la Administración adopta realmente las medidas de protección 
suficientes para no dejar desamparadas a las personas especialmente 
vulnerables que vayan a ser desahuciadas, especialmente con casos 
de menores de edad.

Esta necesidad de ponderación de todos los 
derechos e intereses concurrentes está también 
presente en la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional (por ejemplo en la STC 188/2013, 
de 4 de noviembre, y STC 32/2019, de 28 de 
febrero).

A la doctrina y jurisprudencia nacional e 
internacional con relación a las circunstancias 
en que son admisibles los desahucios, debemos 
añadir la legislación española existente a este 
respecto y, en particular, la emanada en un 

Existen 
protocolos 
para evitar 
situaciones 
especiales 
que deben 

extremarse 
en los 

procedimientos 
judiciales



108

I N F O R M E  A N U A L  2 0 2 0 DEFENSOR DEL MENOR DE ANDALUCÍA

año marcado por la declaración del estado de alarma y sus posteriores 
prórrogas para contener la propagación de infecciones causadas por el 
SARS-CoV-2.

Así, a lo largo de 2020 el Gobierno de España ha ido adoptando una serie 
de medidas para, entre otros fines, aliviar la situación de muchos hogares 
cuyo derecho a la vivienda se encuentra en serio peligro.

Así, podemos citar las medidas introducidas a través del Real Decreto-
ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 
Covid-19, y en particular, la introducción de un periodo de suspensión 
del procedimiento de desahucio y de los lanzamientos cuando afecten 
a personas arrendatarias vulnerables sin alternativa habitacional como 
consecuencia de los efectos de la expansión del Covid-19, hasta el 2 de 
octubre, posteriormente prorrogado a enero de 2021.

Más recientemente, el Real Decreto-ley 37/2020, de 22 de diciembre, de 
medidas urgentes para hacer frente a las situaciones de vulnerabilidad 
social y económica en el ámbito de la vivienda y en materia de transportes, 
ha prorrogado y modificado algunas medidas para evitar desahucios de 
personas vulnerables, completando así algunas lagunas en la protección 
de las personas más vulnerables de las que ya alertamos en el Informe 
Extraordinario “Derechos de la ciudadanía durante la COVID-19. 
Primera ola de la pandemia”.

Con la última reforma de 2020, además de establecer una nueva prórroga 
de la suspensión de los desahucios de personas vulnerables que no 
tengan alternativa habitacional, que pasa de finalizar en enero de 2021 a 
estar vigente hasta el 9 de mayo de 2021, se matizan los requisitos para 
acceder a dicha suspensión y se crea un nuevo supuesto de paralización 
de desahucios en caso de vivienda habitadas sin contrato de alquiler.

Sin embargo, desde el 2 de octubre al 22 de diciembre ha habido un periodo 
en el que no ha habido ninguna suspensión a la que acogerse ni siquiera 
en caso de desahucios derivados de contratos de arrendamiento de 
vivienda sujetos a la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos 
Urbanos (LAU).

En todo caso, tanto si es de aplicación la suspensión de los desahucios en 
un caso concreto como si no lo es, la doctrina y jurisprudencia nacional 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/derechos-de-la-ciudadania-durante-la-covid-19-primera-ola-de-la-pandemia
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e internacional dispone que cuando hay personas en situación de 
vulnerabilidad no debe llevarse a cabo el lanzamiento de la vivienda sin 
que se disponga de una alternativa habitacional, como hemos expuesto 
anteriormente.

En estas quejas, que en definitiva evidencian una necesidad de acceder a 
una vivienda digna y adecuada, nuestras actuaciones siempre van dirigidas 
tanto a las delegaciones municipales de vivienda como de servicios 
sociales de los ayuntamientos afectados, dado el alto componente de 
índole social que se pone de manifiesto con la expresada necesidad de 
vivienda de las familias con menores a cargo que se dirigen a nosotros.

En ocasiones cerramos estos expedientes 
por haberse solucionado dicha necesidad o 
en trances de estarlo, con la adjudicación de 
una vivienda pública en régimen de alquiler 
social o la concesión de ayudas económicas 
para el alquiler de una nueva vivienda, o por el 
alojamiento temporal y transitorio en recursos 
públicos de urgencia o emergencia, tratándose 
normalmente de viviendas compartidas por 
más de una unidad familiar.

En otros casos damos por concluidas nuestras 
actuaciones al no apreciar irregularidad alguna 
en la actuación de la administración una vez nos envían los informes con 
las ayudas y recursos públicos ofrecidos u otorgados.

Veamos algunos ejemplos de todas estas problemáticas. Así en la 
queja 20/5826 la persona interesada nos trasladaba su preocupación por 
el lanzamiento de su vivienda, señalado para el 25 de septiembre de 2020. 
Sus recursos económicos se limitaban a 430€ de subsidio de desempleo 
y 103€ de una prestación, con los que vivían ella y su hija menor. Los 
servicios sociales habían efectuado un informe de exclusión social y 
estaba inscrita en el Registro municipal de demandantes de vivienda del 
municipio. Residía en ella desde hacía unos tres años, pero al poco de 
instalarse detectó una presencia excesiva de cucarachas. Ante la falta 
de adopción de las medidas necesarias para la erradicación por parte 
de la propiedad, dejó de abonar el alquiler, razón por la que se instó el 
procedimiento judicial.

Los servicios 
municipales son 

estratégicos 
para activar 

las medidas de 
protección de 
estas familias 

ante los 
desahucios
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Por los servicios del Ayuntamiento de San Fernando se fumigó la vivienda 
en tres ocasiones en mes y medio, sin solventarse el problema, pues 
al parecer se debía a defectos constructivos. Decía que por parte de la 
Concejalía de Asuntos Sociales se habían ofrecido a negociar con la 
propiedad, propuesta que aceptó, si bien indicando que las condiciones 
de la vivienda no eran adecuadas para vivir en ella.

Admitida la queja a trámite y solicitado informe al Ayuntamiento de San 
Fernando, en la respuesta recibida se detallaban las actuaciones llevadas a 
cabo por los servicios sociales, activando las ayudas y recursos disponibles 
ante la situación de vulnerabilidad social. Por lo que a la necesidad de 
vivienda se refería, se nos trasladó que se reiteró la ayuda de acceso a 
una nueva vivienda recogida en el programa municipal de urgencia y 
emergencia social. En fecha 14 de octubre de 2020 presentó instancia 
solicitando ayuda económica para acceso a una vivienda de alquiler, se 
emitió informe favorable para formalizar el contrato de arrendamiento, y 
se le concedió por Decreto de la Delegación General del Área de Desarrollo 
Social la cantidad de 1.000 euros para alquilar una vivienda, firmando el 
correspondiente contrato de arrendamiento.

Con este contrato en vigor, se gestionó la ayuda de alquiler establecida 
en la Orden de 1 de septiembre de 2020, por la que se convocan ayudas, 
en concurrencia no competitiva, a las víctimas de violencia de género, 
personas objeto de desahucio de su vivienda habitual, personas sin hogar 
y otras personas especialmente vulnerables, y a las Administraciones 
públicas, empresas públicas y entidades sin ánimo de lucro, que faciliten 
una solución habitacional a dichas personas, de la Junta de Andalucía.

También en la queja 20/0490, la interesada nos exponía que residía con 
sus dos hijos menores en la vivienda que había entregado en dación en 
pago a una entidad financiera. Tenía una deuda pendiente por el alquiler 
social suscrito con la misma que ascendía a unos 1.000 euros, por la cual 
se había instado el desahucio, previsto para el mes de marzo de 2020. Sus 
únicos ingresos en ese momento eran la ayuda por hijo a cargo que recibía 
cada seis meses. Los servicios sociales comunitarios habían emitido un 
informe de familia en riesgo de vulnerabilidad y exclusión social y estaba 
pendiente de la concesión de una ayuda de emergencia para poder hacer 
frente a la deuda, pero no le aseguraban que pudieran abonársela antes 
del juicio, por lo que estaba desesperada.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-familia-pudo-abonar-la-deuda-y-paralizan-el-desahucio
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Ante esta situación, realizamos diversas gestiones ante la entidad bancaria 
implicada, el Área de Bienestar Social y Empleo del Ayuntamiento de 
Sevilla y la Oficina Municipal por el Derecho a la Vivienda (OMDV). En la 
última información recabada de la entidad se nos indicaba que la OMDV 
les había confirmado que la usuaria ya había recepcionado la ayuda de 
alquiler solicitada por el importe de la deuda morosa pendiente, por lo 
que cuando aportase justificante de ingreso, se informaría a la propiedad 
a fin de que se paralizasen las actuaciones judiciales. Finalmente, la 
entidad propietaria de la vivienda confirmó estos extremos.

En consecuencia, habiendo existido una adecuada coordinación entre 
los servicios sociales comunitarios, la OMDV, la letrada de la persona 
reclamante y la propiedad de la vivienda (la entidad bancaria), a fin de 
solucionar el problema planteado, procedimos a dar por concluidas 
nuestras actuaciones.

Del mismo modo, en la queja 20/1980, la interesada exponía que tenía tres 
hijos e hijas menores, la pequeña con discapacidad del 39%, dedicándose 
ella en exclusiva a su cuidado y refería que próximamente podría empezar 
a percibir la Prestación Económica para Cuidados en el Entorno Familiar 
de la Ley de Dependencia. Su pareja se encontraba desempleado y vivían 
de lo que ganaba recogiendo y vendiendo chatarra.

En 2019 se enfrentaron a un procedimiento judicial por ocupación en 
precario de una vivienda de una entidad bancaria. El lanzamiento se 
paralizó y pudieron alquilar una vivienda con una ayuda de alquiler de los 
servicios sociales, pero la ayuda ya había finalizado y la última mensualidad 
que pudo abonar fue la de febrero. Durante el confinamiento no tuvieron 
ingresos de ningún tipo y tampoco cumplían los requisitos para acceder a 
las ayudas aprobadas por el Gobierno y la Junta de Andalucía por la COVID-
19. Solicitó la Renta Mínima de Inserción Social (RMISA) en diciembre 
y estaba a la espera. Llevaron el caso desde la Oficina Municipal por el 
Derecho a la Vivienda (OMDV).

Solicitada información a la OMDV, se nos indicó que se abrió expediente 
en abril de 2019 y se les informó de la necesidad de inscripción en el 
registro de demandantes de viviendas protegidas, que tenían que pedir 
abogado de oficio, y que tenían que completar la documentación necesaria 
para tramitar su expediente. Aunque no habían llegado a presentarla, 
continuaron tramitando el expediente y mediaron con el banco, que 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/atienden-con-distintas-ayudas-la-situacion-de-emergencia-social-de-una-familia-con-tres-hijos
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denegó la regularización en la vivienda. Una vez se produjo la suspensión 
del lanzamiento, su trabajadora social se puso a trabajar con ellos para 
que encontraran alternativa habitacional.

En febrero de 2020 recibieron de los servicios sociales informe de 
excepcionalidad para la asignación de una vivienda por vía de urgencia, 
quedando pendiente de baremación cuando se decretó el Estado 
de Alarma. Tras nuestra intervención, contactaron con la interesada y 
recabaron los datos necesarios para proceder a la baremación de su 
caso sin visita domiciliaria atendiendo a la situación de excepcionalidad. 
Sin embargo, estimaban que, dada la puntuación obtenida, era poco 
probable que se le pudiera adjudicar vivienda a corto plazo.

Tras esta información, nos dirigimos a la Delegación del Área de Bienestar 
Social y Empleo del Ayuntamiento de Sevilla solicitando informe relativo 
a la posibilidad de concederles una nueva ayuda al alquiler, en tanto 
comenzaran a percibir las prestaciones que tenían en trámite, a fin 
de evitar un nuevo procedimiento judicial de desahucio tras haberse 
enfrentado ya a uno hacía menos de un año.

En la respuesta recibida se nos indicó que constaban intervenciones en 
el ámbito laboral, económico y de vivienda, así como ayudas económicas 
para la cobertura de necesidades básicas. Recientemente se les había 
estado atendiendo en demandas relacionadas con la alimentación durante 
el Estado de Alarma. En mayo se aprobó la Ayuda Económica Familiar, 
por una cuantía de 336 € mensuales para la atención de necesidades 
básicas. En junio se valoró que reunían los requisitos para solicitar cambio 
de modalidad de RMISA por la vía de emergencia social y se procedió a 
su tramitación. También se tramitó ayuda económica en concepto de 
alquiler, que se encontraba en tramitación.

En atención a la información facilitada, se observaba que por parte de los 
servicios sociales comunitarios se había prestado una atención y ayuda 
adecuadas dentro de sus competencias y, en consecuencia, dimos por 
concluidas nuestras actuaciones aconsejando a la familia que no dejara 
de colaborar con los servicios sociales comunitarios para que pudieran 
ofrecerle la ayuda y orientación adecuada a sus necesidades.

Asimismo en la queja 20/0578, se ponen de manifiesto factores de 
vulnerabilidad añadidos como puede ser la discapacidad de uno de los 
progenitores y la necesidad adicional de que la vivienda a la que pueda 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/activan-el-protocolo-para-los-casos-de-emergencia-habitacional-para-atender-a-una-familia
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acceder la familia esté adaptada. Así, la interesada manifestaba que tenía 
tres hijos, dos de ellos menores de edad. En 2017 su marido sufrió una 
agresión y quedó en silla de ruedas y con un 67% de discapacidad. Debido a 
esta situación su marido dejó de trabajar y cobraba una pensión no 
contributiva, por lo que no podían pagar un alquiler.

Estaban inscritos como demandantes de vivienda 
protegida desde el 2016 y en el 2017 comunicaron 
la situación en la que se encontraba su marido 
para que la vivienda pudiera ser adaptada. 
En junio de 2018 tuvieron que abandonar la 
que ocupaban y desde entonces vivían en un 
alojamiento temporal para familias en situación 
de riesgo por pérdida de vivienda. En junio de 
2019 les ofrecieron un alquiler social pero al ser 
un cuarto piso sin ascensor les indicaron que 
había sido un error y que les llamarían para 
ofrecerles una vivienda adaptada.

Sin embargo no habían recibido otra propuesta y les habían indicado que 
tenían que abandonar el alojamiento antes del 7 de febrero y estaban 
desesperados. Admitida la queja y solicitados los informes pertinentes 
a Ayuntamiento, se nos dio cuenta de las intervenciones realizadas por 
los servicios sociales con la familia, en cuanto a orientación, tramitación 
de prestaciones y ayudas económica, formación orientada a la inserción 
laboral, asesoramiento ante la inminente pérdida de la vivienda habitual, 
derivación a la Oficina Municipal de Derecho de la Vivienda y coordinación 
con dicho Servicio y emisión de informe de Excepcionalidad de Vivienda.

No obstante lo anterior, se nos indicaba que habían percibido 11.000 
euros en concepto de atrasos de la Pensión No Contributiva de Invalidez, 
por lo que ante el cambio de su situación económica, la cual junto con 
la pérdida de la vivienda habitual dio lugar al alojamiento de urgencia, 
se había comenzado a trabajar con la usuaria y la familia la posibilidad 
de la búsqueda de una vivienda de alquiler para normalizar su situación. 
La intervención técnica se encontraba abierta y activa, permanecían en 
el alojamiento de urgencia a la espera de que facilitasen una propuesta 
de alquiler, habiéndose derivado a un programa para ayudarles en la 
búsqueda de una vivienda de alquiler.

El desahucio 
suele descubrir 

graves carencias 
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Como podía observarse, por parte de la administración municipal se 
había activado el protocolo para los casos de emergencia habitacional 
y se habían llevado a cabo todas las actuaciones necesarias en aras 
a promover el derecho a la vivienda de la familia y dado que en ese 
momento disponían de recursos económicos, esperábamos que con la 
ayuda del programa aludido pudieran acceder a una vivienda en alquiler 
acorde a sus necesidades.

Finalmente, para concluir el relato de varias quejas que ejemplifican muy 
bien la problemática expuesta en este apartado, en la queja 20/4308, la 
compareciente exponía que con sus tres hijos de 14 meses, 6 y 10 años de 
edad vivía de alquiler desde hacía seis años y el propietario le había instado 
a que abandonara la vivienda, no disponiendo de recursos económicos 
para trasladarse a otro domicilio. Además, nos decía que:

“A primeros de mayo se inundó la casa donde vivo con los tres niños, 
uno de ellos con asma no controlada y que le va bastante mal vivir aquí. 
Hay carcoma debido a la inundación, muchas cucarachas y le cambian el 
tratamiento debido a sus informes médicos, se me agotan los tiempos 
de todo, voy a peor y no veo luz ni salida por ningún sitio, me encuentro 
en situación de vulnerabilidad y así lo hace constar los servicios sociales 
de Barbate. Tengo solicitud de la vivienda y el Ayuntamiento de Barbate 
me da negativa a una vivienda, no me quedan ningunas fuerzas de seguir 
luchando debido a tanta negativa de todo y con ello su tardanza. Le adjunto 
fotos de la inundación donde todo el mobiliario hay que tirarlo por el bien 
del mobiliario y el asma y alergia a ácaros de uno de los niños, pero si se 
tira el mobiliario solo tengo el techo que dentro de poco también perderé 
por una denuncia del propietario”.

Admitida la queja a trámite solicitamos informe al Ayuntamiento de 
Barbate, de cuya respuesta se desprendía que la familia se encontraba en 
situación de vulnerabilidad social por concurrir en ella varios indicadores 
sociales, económicos y familiares, pero que, según afirmaba, aún no había 
sido informada formalmente de ningún procedimiento de desahucio por 
impago del alquiler. Se le estaba facilitando la ayuda necesaria para que 
pudiera cubrir sus necesidades básicas, pudiendo de ese modo afrontar 
el pago de las rentas del alquiler de su vivienda actual.

En cuanto al asunto concreto de la inundación, ese problema ya fue 
resuelto, en parte, gracias a la mediación de los servicios sociales. Se 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-esta-atendiendo-a-la-familia-ante-su-situacion-de-vulnerabilidad
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nos informó de la falta de disponibilidad de vivienda en el municipio y 
del deterioro de las mismas, así como de la voluntad de la corporación 
de no desatender este grave problema de vivienda, lo que se traducía 
en toda una actividad que se venía desplegando no sólo con la creación 
del Registro de Demandantes de Vivienda Protegida, sino también con 
otras actuaciones paralelas como la constitución y puesta en marcha del 
Consejo Municipal de Vivienda, como órgano colegiado de participación 
del Ayuntamiento, de carácter consultivo, informativo, de asesoramiento 
y propuesta, para la promoción de iniciativas relativas a la vivienda.

También nos trasladaron la contratación estable de personal cualificado 
para el desarrollo del Plan Local de Intervención en Zonas Desfavorecidas, 
en el seno de la Estrategia Regional Andaluza 
para la Cohesión y la Inclusión Social, siendo 
uno de sus ejes principales la Mejora del Hábitat 
y la Convivencia, constituyéndose también una 
Mesa sectorial de Vivienda. Y la puesta en 
funcionamiento y desarrollo del Plan Municipal 
del Suelo y Vivienda del Municipio, como 
documento de análisis, diagnóstico y propuesta 
de actuaciones en materia de política de 
vivienda municipal.

Aunque resultaba muy difícil la adjudicación a corto plazo de viviendas 
de alquiler social, encontrándose con un gran número de demandantes 
de vivienda en situación o riesgo de exclusión social en mayor o menor 
medida que la interesada, el proceso de formulación y desarrollo del 
Plan iba acompañado de planes de participación y de colaboración que 
posibilitaba la intervención de otros actores implicados, estableciendo la 
previsión de cauces de colaboración con las distintas administraciones 
con competencias en materia de vivienda, con lo que se contribuiría a 
disminuir la carencia de viviendas en el municipio.

La familia venía siendo beneficiaria de toda la atención que su situación 
requería, por lo que al estar inscrita en el Registro de Demandantes de 
Vivienda, podría ser beneficiaria no solo de cualquier otra medida que 
mejorase su situación habitacional, sino que además le serían aplicables, 
según su caso, las excepciones previstas en el Reglamento de Viviendas 
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protegidas de Andalucía, o cualquier otra en la medida que resultara 
posible.

3.1.2.4 Derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado

En materia de medioambiente un tipo de queja frecuente es la que 
denuncia las molestias por ruidos padecidas en el hogar familiar 
y procedentes de establecimientos hosteleros, de instalaciones 
deportivas o de prácticas incívicas como el botellón. Unas molestias 
que se agravan cuando en el hogar residen personas menores sobre las 
que inciden estos ruidos de forma especialmente grave.

En todos estos supuestos existe una normativa muy precisa que regula 
estas actividades y establece condiciones en su ejercicio, incluyendo 
límites a los ruidos que pueden emitirse. También estipula claramente 
esta normativa cual es la autoridad competente para vigilar controlar y, 
en su caso, sancionar, el cumplimiento de estas regulaciones.

Es por ello, que las quejas recibidas en relación con las molestias derivadas 
de estas actividades son objeto de una tramitación estandarizada por 
parte de esta Institución que incluye la supervisión de la gestión realizada 
por las Administraciones competentes ante las denuncias y reclamaciones 
presentadas por particulares.

El año 2020 ha sido un año ciertamente atípico en relación a este tipo 
de quejas, ya que las medidas adoptadas para combatir la pandemia 

han supuesto un recorte muy significativo 
de estas actividades al limitarse la apertura 
de establecimientos hosteleros, ordenarse el 
cierre de gimnasios y equipamientos deportivos 
públicos e incluso prohibir o limitar las actividades 
sociales en espacios públicos, persiguiéndose 
con especial ahínco las reuniones de personas 
para prácticas como el botellón. Todo ello se ha 
traducido en un drástico recorte en el número de 
quejas recibidas por estas actividades molestas.

Lo que no quiere decir que no se haya tramitado 
ninguna queja, ya que algunas se recibieron 

antes o después del estado de alarma.
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